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TRIBUNAL DE ÉTICA GUBERNAMENTAL: San Salvador, a las once horas con cincuenta y 

un minutos del día veintitrés de abril de dos mil veintiuno. 

El día cuatro de febrero de dos mil veintiuno, el señor ., 

apoderado especial administrativo con cláusula especial del señor ., interpuso 

denuncia contra la Junta Directiva del Instituto de Transformación Agraria (ISTA), con la 

documentación que adjunta (fs. 1 al 15); en la cual se señalan, en síntesis, los siguientes hechos: 

1) En el año dos mil uno, el señor fue beneficiado con el programa de 

solidaridad rural, asignándole el solar de vivienda número uno, polígono A, asentamiento sur, 

ubicado en la propiedad denominada El Singuil, Santa Rita, Cantón San Cristobal, municipio El 

Porvenir, departamento de Santa Ana. 

2) Desde el año dos mil nueve, el denunciante ha preguntado, en reiteradas ocasiones, en las

oficinas regionales del 1ST A por el proceso de escrituración, pero siempre le manifiestan que 

C todavía se encuentran en la elaboración de los planos y de la segregación en cabeza de su dueño 

para luego ser presentado en el Registro de la Propiedad Raíz e Hipoteca. 

3) A finales del año dos mil diecinueve, por medio del técnico de campo, el señor

, se indagó sobre la situación jurídica de dicho inmueble, quien manifestó que el mismo se

había otorgado a otras personas y que el certificado de asignación a favor del señor 

lo habían destruido para dárselo a las señoras 

y 

Por lo anterior, el apoderado del denunciante solicita que se inicie un proceso de 

investigación en el 1ST A, en virtud que se ha despojado de la tenencia legal del inmueble antes 

descrito al señor 

Al respecto, este Tribunal hace las siguientes consideraciones: 

l. El artículo 81 letra b) del Reglamento de la Ley de Ética Gubernamental -RELEG­

establece como causal de improcedencia de la denuncia o aviso que el hecho denunciado "no

constituya transgresión a las prohibiciones o deberes éticos" regulados en los arts. 5, 6 y 7 de la 

Ley de Ética Gubernamental -LEG-. 

Por lo que, toda conducta u omisión constitutiva de infracción administrativa debe estar 

descrita con claridad en una norma, por ende, la facultad sancionadora de esta institución se 

restringe únicamente a los hechos contrarios a los deberes y prohibiciones éticos regulados por la 

LEG, ya que la potestad sancionadora de la Administración Pública, es un poder que deriva del 

ordenamiento jurídico, encontrándose en la ley respectiva la delimitación de su ámbito de 

competencia. 

El principio de legalidad, "( ... ] impone el actuar riguroso de la Administración conforme lo 

que estipule la ley en cuanto a la creación del catálogo predeterminado, claro y preciso de las 

infracciones penales y administrativas. Del mismo devienen dos principios que han adquirido una 

clara autonomía en esta sede, el de reserva legal y de tipicidad" (Sentencia del 29-IV-2013, lnc. 

1 

La presente resolución en su versión original contiene datos personales y elementos de carácter confidencial. En ese 
contexto es oportuno proteger la esfera privada de sus titulares. En tal sentido, conforme a lo establecido en el artículo 30 de 
la Ley de Acceso a la Información Pública, se extiende la segunda versión pública en aplicación del criterio de la 21-20-RA-
SCA del 16/11/2020.



             

           

             

                

               

                 

  

                

              

      

                 

                  

              

               

 

              

              

             

            

          

 

             

               

           

                

                

             

               

                

            

               

                 

                   

         

                

             

             

            

 






